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			Introducción




			La importancia de la sharía, y más concretamente del derecho islámico, ha sido crucial en la organización y supervivencia de las comunidades musulmanas en Occidente. Como veremos a lo largo de este libro, las normas de derecho islámico les han servido a los musulmanes como referencia de comportamiento e integración en sus comunidades, permitiéndoles configurar de una manera informal, pero decisiva, los márgenes de actuación y de buenas prácticas para el cumplimiento de los preceptos del islam en la diáspora. En Occidente, en cambio, no acabamos de distinguir entre el derecho islámico y la sharía, y hemos asistido perplejos a la evolución de sus respectivas normas entre las minorías musulmanas. En el islam todo comienza y acaba en la sharía, el camino que debe seguir todo buen musulmán. La sharía es, por lo tanto, un ideal que se impone sobre la conciencia de todos los musulmanes que quieran cumplir con sus creencias. La ley islámica, en cambio, es una elaboración jurídica fruto de la doctrina ideal reflejada en la sharía y su práctica diaria en las resoluciones de los tribunales de justicia (Coulson, 2000: 11). Esta distinción entre la ley islámica y la sharía es importante, a pesar de que en Occidente ambos términos sean equivalentes. Semejante confusión es origen de muchos prejuicios, pero no es la única. Por eso, el esfuerzo de este libro está encaminado en gran parte a mostrar el significado de la sharía y el derecho islámico para los musulmanes como normas que configuran la pertenencia a su comunidad, el islam.

			El objeto principal de esta obra es el estudio de los procesos de autorregulación jurídica de las comunidades musulmanas en aquellas sociedades donde constituyen una minoría étnica, como ocurre en los países occidentales. Parte para ello de la hipótesis de que algunas minorías religiosas, como la musulmana, pero tam­­bién la judía, han tratado de establecer un sistema normativo propio, basado en la cultura o la religión como aspecto diferenciador, con el fin de dotarse de un espacio jurídico autónomo para la resolución de los conflictos entre sus miembros. Estas demandas de autorregulación se enmarcan en lo que se ha dado en denominar un “pluralismo jurídico” de base religiosa. Pero el pluralismo jurídico se ha convertido también durante los últimos años en una nueva perspectiva epistemológica para analizar fenómenos como las referidas demandas de autorregulación por parte de algunas minorías étnicas y religiosas. De forma muy resumida, puede decirse que el pluralismo jurídico constituye una corriente, en el seno de la sociología jurídica clásica y de las corrientes antiformalistas en las ciencias jurídicas y en la antropología legal, que aborda la posible coexistencia simultánea, en un mismo espacio jurisdiccional, de dos o más sistemas u ordenamientos normativos. A diferencia del “paradigma convencional” hegemónico (Sousa Santos, 1987: 280), configurado por el positivismo jurídico y sus tesis sobre la uniformidad del derecho y la identificación de este con el Estado, la perspectiva pluralista admite que en un mismo territorio puedan coexistir diversos sistemas jurídicos que se entrecruzan y compiten por la lealtad de sus habitantes. Aunque los presupuestos de esta corriente fueron desarrollados hace tiempo, concretamente a partir del estudio de las sociedades coloniales y el derecho consuetudinario, durante los últimos años han ganado auge como una explicación neosistémica de las nuevas relaciones sociojurídicas en un mundo globalizado y al hilo de la creciente diversidad cultural y religiosa de las sociedades modernas (Teubner, 1991). El pluralismo jurídico, por tanto, ha incorporado una dimensión étnica al análisis de la interacción normativa de culturas jurídicas diversas; en la actualidad se utiliza como un recurso para explicar y respaldar las demandas de autorregulación y reconocimiento jurídico por parte de algunas minorías étnicas y religiosas (Colom González, 2012: 1).

			La inspiración para el tema principal de este libro, las citadas demandas de autorregulación, vino del análisis de dos episodios que tuvieron lugar en la primera década de nuestro siglo. El primero fue en Canadá, en el otoño de 2003, cuando una asociación musulmana conservadora solicitó el reconocimiento de un tribunal de carácter religioso bajo el amparo de la ley de arbitraje de la provincia de Ontario. El otro tuvo lugar en Reino Unido, con la po­­lémica surgida en 2008 tras un discurso de Rowan Williams, por aquel entonces arzobispo de Canterbury. Ambos casos, que estudiaremos detenidamente en el libro, forman parte del debate sobre los llamados tribunales de sharía en Occidente. En ellos se discutió la posibilidad de que las comunidades musulmanas pudieran disponer de tribunales propios para la resolución de conflictos sobre cuestiones de familia. En Canadá, el tribunal propuesto pretendía ejercer sus funciones bajo el amparo de la ley de arbitraje de una provincia, Ontario, que en aquellos momentos permitía la configuración de un proceso a la medida de las partes. Esa libertad de elección del proceso y de las normas arbitrales ofrecía un amplio margen de actuación para la configuración del tribunal. No impedía, en la práctica, que este adoptara un carácter religioso, ya que no se exigía determinar la procedencia de las normas invocadas. De hecho, desde hacía años funcionaban en Ontario, sin ningún impedimento, tribunales rabínicos con un alto grado de aceptación entre los miembros de la comunidad judía. El problema fue, sin duda, que esta vez el reconocimiento lo pedía una asociación musulmana, elevando a polémica lo que debería haber quedado como una anécdota más sobre las posibilidades de la legislación sobre arbitraje en la provincia. Una vez que la sociedad canadiense fue consciente de la posibilidad de este tipo de tribunales, la polémica se apoderó de los medios de comunicación. Canadá ha sido siempre un país pionero en el reconocimiento de las diferencias culturales, pero la cuestión de los “tribunales de sharía” llevó a su sociedad a cuestionarse los límites de sus políticas multiculturales.

			En Reino Unido también tuvo lugar una controversia relacionada con la anterior, esta vez tras el discurso pronunciado por el arzobispo de Canterbury en febrero de 2008. En su disertación, monseñor Rowan Williams mencionó la posibilidad de que la ley islámica pudiera aplicarse con pleno reconocimiento a través de los tribunales de arbitraje religioso, al igual que en el caso canadiense. Para el arzobispo, la utilización de la sharía o de la ley islámica para la resolución de conflictos entre los musulmanes británicos podría mejorar su integración en la sociedad, pues no les obligaría a tener que elegir entre los sistemas jurídicos a los que están suscritos, sino que permitiría complementarlos. La inclusión de la ley islámica se realizaría a través de una jurisdicción suplementaria que la acomodase a la legislación británica, quedando igualmente supeditada, como el resto de las jurisdicciones, a todos los mecanismos de control y revisión. Pero la propuesta del arzobispo no fue bien recibida. Los medios de comunicación se hicieron eco de su contenido y el sensacionalismo británico terminó por dilapidar cualquier posibilidad de reconocimiento. La propuesta se entendió como una invitación a la creación de tribunales de sharía y de un sistema paralelo de justicia, aunque en verdad el arzobispo solo pretendía incluir algunas disposiciones de inspiración islámica dentro del sistema jurídico británico, añadiendo una serie de garantías que protegiesen la igualdad y los derechos de todos los miembros de la comunidad musulmana.

			En ambos casos la polémica sentenció cualquier posibilidad de un debate social que acercara posturas, pero sirvió de punto de partida para numerosos análisis sobre la complejidad jurídica y normativa de las sociedades actuales. En esa nueva complejidad destaca la creciente tendencia a la privatización de la justicia, un proceso que obedece a dinámicas trasnacionales, pero en el que intervienen también elementos identitarios. Esto se ha traducido, como analizo en el libro, en la preferencia de algunas minorías étnicas y religiosas por la autorregulación, el deseo de asumir mayores competencias judiciales, ya sea a través de los mecanismos de arbitraje y mediación o de jurisdicciones complementarias. Desde hace algún tiempo, los Estados han venido considerando estas vías alternativas de resolución de conflictos como un modo de descongestionar la actividad jurídica y procesal de los tribunales, ya que permiten a los ciudadanos resolver conflictos privados sin tener que utilizar los mecanismos judiciales tradicionales. Pero esto también supone un avance en la libertad de los individuos frente al paternalismo estatal. El proceso se ha acentuado debido a los procesos de globalización, que han atravesado las relaciones sociales y económicas superando las clásicas fronteras territoriales. La privatización de la justicia se ha alimentado también del empuje de una multitud de actores que, por sus conexiones transnacionales, han intentado obviar las estructuras estatales para la consecución de sus intereses. Esta corriente ha sido aprovechada por algunas minorías étnicas y religiosas, que han intentado hacerse con el control de determinados elementos identitarios cristalizados en las prácticas y normas de sus comunidades. De ahí que hayan surgido experiencias de autogestión normativa mediante el recurso a formas privativas de resolución de conflictos, como el arbitraje y la mediación, utilizándolas para establecer espacios jurídicos propios.

			Los motivos por los que las minorías étnicas y religiosas han optado por esta estrategia son complejos, pero básicamente obedecen a dos razones que adelanto aquí: la primera es que, con la globalización y los movimientos migratorios, los Estados occidentales han sufrido una reconfiguración en su composición etnocultural, surgiendo en ellos nuevas comunidades étnicas y religiosas dotadas de creciente visibilidad; la segunda es que, en la lucha por el reconocimiento político y cultural de esa visibilidad, estas minorías se han configurado como comunidades no territoriales. Las nuevas identidades religiosas posmigratorias están alterando el panorama occidental de la secularización. La falta de arraigo en un espacio concreto, que es una de las principales características de las minorías constituidas en la diáspora, las ha llevado a adoptar estrategias de preservación de su identidad en torno a elementos que no están directamente ligados al territorio, pero sí a determinadas formas de convivencia. Las comunidades de inmigrantes tienden a concentrarse en entornos o enclaves identitarios donde la religión juega un papel aglutinador. La diasporización de sus sistemas normativos y las pugnas por su reconocimiento cuentan con un fuerte trasfondo urbano y no solo obedecen al impulso de las nuevas tecnologías (Beaumont, 2008). Algunos grupos han desarrollado mecanismos de supervivencia en torno a los lazos familiares y la observancia de determinadas prácticas y normas. Este ha sido el caso de las comunidades musulmanas, para las que los ritos religiosos prescritos por el islam y el acatamiento de las normas de la sharía y del derecho islámico se han convertido en un recurso de preservación cultural en condiciones de minoría social. Se trata, pues, de estrategias de supervivencia, pero también de mecanismos de cohesión comunitaria. Gracias a esta resistencia a la asimilación mediante el recurso a la autonomía normativa, las comunidades musulmanas han logrado mantener cierto grado de integridad cultural y religiosa en la diáspora. Las sociedades de acogida no estaban preparadas para esa resistencia, dando erróneamente por sentado que se trataba de una cuestión transitoria. Se pensaba que los inmigrantes irían abandonando paulatinamente sus prácticas a medida que se integrasen en la sociedad de acogida y asimilasen las leyes del Estado. Con la globalización, la expansión de las telecomunicaciones y los procesos de urbanización, las comunidades musulmanas diaspóricas han visto alterada su autopercepción, ahora condicionada por su carácter transnacional. Ciertamente, durante este tiempo han experimentado notables cambios internos, pero no en el sentido de la desaparición de sus normas y costumbres. Esto es algo especialmente manifiesto en las normas relativas al derecho de familia.

			Como veremos, el derecho de familia musulmán constituye un medio fundamental para la preservación de la identidad personal y colectiva en la diáspora. Sus normas tienen la capacidad de regular las relaciones entre los miembros de la comunidad, además de fijar y proteger los criterios de membresía. Las normas relativas al matrimonio y su disolución, así como las que regulan el régimen económico del mismo y las condiciones para la adopción o el establecimiento de la filiación, son importantes para determinar el ingreso en la comunidad y su permanencia en ella. Son normas, pues, que tienen por objeto asegurar la supervivencia comunitaria, obligando a su observancia y transmitiéndose de padres a hijos en el entorno familiar. Pero el excesivo celo en el cumplimiento de estas normas afecta en especial a determinados miembros de la comunidad, como es el caso de las mujeres y los menores. Para las primeras, porque sobre ellas se vuelca el peso de cumplir con determinados criterios normativos ligados a la honorabilidad familiar y, posteriormente, la responsabilidad de transmitirlos, al ser las cuidadoras principales en un entorno eminentemente patriarcal. Para los segundos, porque en ellos recae la esperanza de conservar la identidad colectiva en el futuro, por lo que su asimilación a la comunidad debe quedar asegurada. Esto, como veremos, tiene importantes consecuencias y crea situaciones de especial vulnerabilidad que son difíciles de resolver.

			El intento de conseguir cierta capacidad de autorregulación jurídica a partir de las normas del derecho de familia obedece, por tanto, en algunas minorías religiosas, como la musulmana, a una voluntad de supervivencia cultural. El problema evidente al que se enfrentan es, sin embargo, el de las posibles incompatibilidades con el ordenamiento jurídico del país de acogida. Como ocurrió en los dos episodios anteriormente mencionados, los intentos por reconocer alguna parcela jurídica a las minorías musulmanas chocaron con el rechazo frontal de los poderes públicos, que veían ante todo el surgimiento de un problema de gran calado institucional. Si aceptasen la validez de normas que no han sido directamente sancionadas por el Estado, estarían reconociendo la existencia de otras fuentes normativas. Al tratarse de normas religiosas, el carácter secular de sus sociedades podría verse comprometido. Pero este problema no era el único. Si las minorías religiosas lograsen de alguna manera ver reconocidas sus demandas de autorregulación, se estaría admitiendo también que en un mismo Estado existen segmentos de la población sobre los que se van a aplicar reglas jurídicas diferenciadas, lo que afectaría al principio de igualdad y de tutela judicial efectiva. Adicionalmente, este problema afectaría sobre todo a las mujeres y los niños.

			Ante esta difícil tesitura, los Estados occidentales han estado poco dispuestos a reconocerles ningún tipo de parcela jurídica específica a las minorías religiosas, y menos aún a la musulmana. La respuesta habitual ha consistido en reafirmar el monopolio de su gestión normativa y, como mucho, otorgar ciertas prerrogativas al margen de la tradicional libertad de culto, como las formas matrimoniales o algunas dispensas laborales. Ningún Estado ha llegado a reconocer institucionalmente una jurisdicción propia para las minorías religiosas, a menos que se debiera a una obligación histórica, como ocurre en Grecia con respecto a la minoría musulmana de la Tracia Occidental. No obstante, esta respuesta uniformista del Estado sobre la unidad del derecho y la administración de justicia no es la única posible. Algunos autores se han planteado la posibilidad y conveniencia de reconocer cierta capacidad de autorregulación a las minorías religiosas. Entre ellas destaca el planteamiento de la teórica de origen israelí Ayelet Schachar (2001), quien propone un modelo “transformativo” mediante el que ambos sistemas jurídicos, el estatal y el de la minoría, se acoplen mutuamente en un continuo entendimiento. El modelo de Shachar es sugerente, pero en la medida en que supone un cambio sustancial, ha encontrado muchas reticencias. Es difícil cambiar las dinámicas jurídicas de los Estados sin que estos puedan calcular cuáles van a ser las consecuencias a medio plazo.

			A falta de una verdadera transformación pactada entre los Estados y las minorías etnorreligiosas, las dinámicas sociojurídicas seguirán su cauce, ya sea con o sin el explícito reconocimiento oficial. En el último capítulo veremos cómo la adaptación de los musulmanes a su situación jurídica en la diáspora es constante, al igual que lo son sus intentos por encontrar un equilibrio entre las normas que forman parte de su identidad cultural y las de la sociedad en la que residen. De esta continua interacción normativa, concentrada en individuos que intentan compatibilizar diferentes lealtades jurídicas, surgen situaciones de un indiscutible carácter “interlegal”. En estos casos, la insistencia de algunos ciudadanos musulmanes por legalizar situaciones jurídicas previamente validadas en sus países de origen, sobre todo cuestiones relacionadas con el derecho de familia, ha generado pequeños ajustes en los sistemas jurídicos de los Estados anfitriones mediante el acomodo de algunas figuras legales ajenas. Más que el reconocimiento incondicionado de reglas o figuras jurídicas foráneas, estos preceptos representan pequeñas concesiones a algunos de sus efectos con las que se intenta evitar una situación injusta en un caso concreto. Veremos así que, en ocasiones, los jueces y tribunales de países occidentales han dado cabida a interpretaciones jurídicas culturalmente ajenas por motivos identitarios, aunque también como medida pragmática para la resolución de un caso específico. Todos ellos son ejemplos de lo que pretendo mostrar en este libro, que no es otra cosa que la implosión jurídica que la diversidad cultural y religiosa ha provocado en las sociedades occidentales y la necesidad de comprenderla para, quizá, aceptarla y, en su debido momento, incluirla.





			Capítulo 1

			EL MULTICULTURALISMO Y LA PRIVATIZACIÓN 
DE LA JUSTICIA




			La polémica sobre los tribunales 
de sharía en Occidente

			La diversidad cultural y religiosa de las sociedades occidentales ha aumentado imparablemente a medida que el mundo se ha vuelto más globalizado e interconectado. Fruto de ese auge de la diversidad es el creciente acrisolamiento cultural de sus sociedades. El continuo flujo de individuos portadores de bagajes culturales diferentes ha creado nuevas comunidades locales que han contribuido a enriquecer en muchos aspectos a las sociedades receptoras. En este contexto, las minorías étnicas1, culturales y religiosas han gozado por general de un marco favorable propiciado por las instituciones democráticas y los sistemas occidentales de derechos individuales. Del descubrimiento y reconocimiento de las nuevas culturas y religiones, con sus prácticas y tradiciones, las pautas de convivencia en las sociedades receptoras están evolucionando hacia mayores demandas de autonomía y capacidad de autorregulación por parte de algunas de estas minorías. Entre ellas destacan, por su polémica naturaleza, las demandas de algunos grupos religiosos para dotarse de medios alternativos de resolución de conflictos, como es el caso de los tribunales de arbitraje y mediación. Estas prácticas han sido relativamente frecuentes entre algunos grupos etnorreligiosos, como los judíos y los musulmanes, que han contado históricamente con tribunales religiosos para resolver determinado tipo de litigios entre los miembros de sus comunidades. Amparándose en la legislación sobre procesos de arbitraje, algunas de esas prácticas tradicionales de mediación religiosa han intentado proveerse de una formalización jurídica para sus procedimientos y decisiones. Tales tribunales existían en algunos países occidentales, de manera más o menos discreta, desde hacía tiempo. En Reino Unido, por ejemplo, venían siendo habituales entre los musulmanes desde principios de los años ochenta del pasado siglo (Menski, 2001: 156), mientras que entre los judíos su uso se remonta a muchos siglos atrás, aunque desde 1996 comenzaron a operar sin impedimento bajo la ley de arbitraje británica2.

			No fue hasta el primer decenio de este siglo cuando el conocimiento de estos tribunales trascendió la mera anécdota y su particularidad histórica y social. El primer caso se dio en 2003, cuando en la provincia de Ontario, en Canadá, una asociación musulmana quiso formalizar un tribunal religioso que, amparándose bajo la normativa local sobre arbitraje, resolviera disputas sobre cuestiones de familia mediante la aplicación de la sharía. El segundo caso fue en 2008, tras un discurso del arzobispo de Canterbury, Rowan Williams, quien abogó por el acomodo de las normas legales musulmanas en Gran Bretaña mediante su aplicación por tribunales religiosos amparados igualmente en la legislación sobre arbitraje del país.

			En el caso canadiense, la polémica surgió cuando una asociación musulmana de carácter conservador, la Society of Canadian Muslims3, anunció en otoño de 2003 la creación del Islamic Institute of Civil Justice (IIJC)4, un tribunal islámico (Dar-ul-Qada), cuyo objetivo era aplicar normas islámicas de derecho de familia y de sucesiones para la resolución de conflictos entre la comunidad musulmana de Ontario. Al igual que en Reino Unido, esta práctica llevaba tiempo empleándose de manera informal, pero lo que ahora se pretendía era formar tribunales de sharía que pudieran operar bajo el amparo legal de la Ontario’s Arbitration Act5 de 1991, la ley de arbitraje de la provincia6. Esta ley fue en su momento una novedad legislativa para dotar de mayor flexibilidad al ordenamiento jurídico regional y tratar de aliviar el colapso que sufría el sistema judicial, abaratando los costes procesales. Los procedimientos de arbitraje y mediación solían ser utilizados en asuntos comerciales, pero con la nueva ley de arbitraje se introdujo la posibilidad de que fueran empleados para resolver cuestiones derecho de familia y sucesiones7. 

			El arbitraje es un sistema privado de resolución de conflictos que se asume por los interesados de manera voluntaria, lo que brinda a las partes de un amplio margen de libertad para la configuración del proceso y, por lo tanto, para la elección de la normativa y el órgano decisorio. Gracias a su flexibilidad, el arbitraje y la mediación se convirtieron en sistemas de resolución de conflictos muy utilizados en Canadá como alternativas a los procesos judiciales, sobre todo en asuntos de familia y de sucesiones. Esta es una de las razones por las que las confesiones religiosas habían comenzado a utilizarlos desde hacía ya tiempo8. Sin embargo, cuando los medios se hicieron eco de la noticia y la sociedad canadiense supo de la existencia de estos tribunales, la polémica se desencadenó y la reacción de la sociedad civil fue inmediata9. Frente a tal presión, el consejero de justicia de Ontario solicitó el asesoramiento de la antigua fiscal general de la provincia, Marion Boyd, una conocida militante feminista, a quien encargó un informe independiente sobre los usos del arbitraje y la mediación, y el estudio de la viabilidad de los tribunales de arbitraje de base religiosa en la provincia de Ontario. Para la elaboración de su estudio, el conocido como Informe Boyd10, la antigua fiscal se reunió con un sinfín de agrupaciones de inmigrantes y de musulmanes, con diversas asociaciones de defensa de los derechos de las mujeres y de lucha contra la violencia doméstica y con una gran cantidad de juristas y académicos expertos en asuntos de familia. La mayoría de estas asociaciones y expertos manifestaron su preocupación por la manera en que el reconocimiento de los tribunales islámicos podía afectar a los derechos civiles y, en concreto, a la igualdad y a los derechos de las mujeres, quienes, a su juicio, verían seriamente restringida su capacidad civil debido a la desigualdad de género que inherentemente existe en el islam.

			En contra de lo esperado, el Informe Boyd avaló finalmente la existencia de los tribunales de arbitraje religioso y su funcionamiento bajo “principios legales islámicos” (Boyd, 2004: 72), aunque estableció la necesidad de que su reconocimiento fuera limitado por una serie de requisitos y garantías destinados a proteger a las partes concurrentes, en aras de sostener el difícil equilibrio entre el reconocimiento de los derechos culturales de las minorías y la preservación de los derechos individuales (Boyd, 2004: 133). A pesar de la opinión favorable del informe, en otoño de 2005 el primer ministro de Ontario, Dalton McGuinty, anunció el fin de la polémica con la aprobación de la Family Statute Law Amendment Act, que pasaba a reformar las leyes de arbitraje y de familia de Ontario (Arbitrion Act y Family Act, respectivamente). En la reforma se estableció que en los procesos de arbitraje en los que se atendieran cuestiones de familia solo podían aplicarse normas de la provincia de Ontario o de cualquier otra jurisdicción canadiense, lo que significaba restringir de forma implícita cualquier posibilidad de aplicar normas religiosas o cualquier otro tipo de derecho foráneo. A estas restricciones también se unió rápidamente la provincia vecina de Quebec11, quien anunció igualmente la prohibición de los tribunales islámicos y la aplicación de cualquier otro tipo de normas que no fueran las canadienses en los procesos de arbitraje y mediación, a pesar de que en su normativa ya existía una prohibición expresa a la utilización del arbitraje para cuestiones de derecho de familia.

			El siguiente episodio trascendió a la opinión pública cuando en febrero de 2008 el arzobispo de Canterbury, Rowan Williams, en un discurso ante los Tribunales de Justicia (Royal Courts of Justice), planteó el posible acomodo de las normas religiosas en un Estado secular12. En su disertación el arzobispo sugería la posibilidad de que normas religiosas como la sharía pudieran llegar a tener algún tipo de reconocimiento estatal como respuesta a las necesidades de una comunidad musulmana cada vez con mayor presencia en Gran Bretaña (Williams, 2008). Para el líder espiritual de la Iglesia anglicana, el reconocimiento de la sharía era una cuestión inevitable y su acomodo en el sistema legal británico podría ayudar, además, a una mayor integración de la comunidad musulmana y al fortalecimiento de la cohesión social, puesto que evitaría a muchos musulmanes tener que elegir entre la lealtad a sus normas religiosas o a las emanadas del Parlamento británico. Con su disertación, el arzobispo pretendía iniciar un debate sobre los nuevos aspectos de la libertad religiosa y anticipar propuestas para la integración de las comunidades religiosas, pero no pudo evitar que se desatara una auténtica tormenta mediática a nivel internacional. Su propuesta obtuvo el rechazo prácticamente unánime de todas las fuerzas políticas de su país y del resto de los países de su entorno, que rechazaron cualquier posibilidad de que la ley islámica tuviera algún tipo de encaje en el sistema judicial británico, por mucho que su idea pretendiera ser una medida integradora.

			En su propuesta, el arzobispo se planteaba cómo podría introducirse la sharía en la legislación británica. La creación de tribunales de arbitraje religioso permitiría a los musulmanes “elegir libremente la jurisdicción bajo la que desean resolver determinados asuntos cuidadosamente especificados”, como “cuestiones de derecho marital o la regulación de transacciones financieras” (Williams, 2008: 274). Esta idea fue respaldada más tarde por una alta autoridad judicial, lord Nicholas Phillips, chief justice de Inglaterra y Gales, durante un discurso pronunciado ante cientos de musulmanes que se habían congregado en la mezquita de Whitechapel. Para lord Phillips, el reconocimiento de ciertos aspectos de la sharía en el sistema jurídico británico podía ayudar a la integración y mejora de las relaciones de la comunidad musulmana con el resto de la sociedad británica, por lo que no consideraba que “los principios de la sharía o de cualquier otro código religioso no puedan ser utilizados para la base de la mediación u otras formas alternativas de resolución de disputas” (Phillips, 2010: 317). 

			Aunque de manera informal, en la comunidad musulmana de Gran Bretaña ya existía desde hacía años una jurisdicción propia y autoconfeccionada de tribunales creados para la resolución de disputas familiares entre sus miembros. La polémica surgió porque en la sociedad británica había un desconocimiento sobre su existencia. No así, en cambio, sobre los tribunales rabínicos, que disfrutaban de una tradición histórica y centenaria, como se apresuraron a señalar desde el Consejo Musulmán de Gran Bretaña, intentando con ello demostrar un agravio comparativo. Desde hacía tiempo, la comunidad musulmana había logrado gestionar un sistema privado de resolución de conflictos de una manera estrictamente informal, sobre todo gracias a las peculiaridades del common law o derecho común inglés13, actuando siempre bajo el amparo de lo que les permitía la legislación sobre arbitraje de 1996. Poco a poco, gracias a su popularidad entre la comunidad musulmana, estos tribunales se fueron consolidando y obtuvieron el reconocimiento jurídico de su actividad de una manera inesperada. En 1995 lord Woolf, por entonces chief justice de Inglaterra y Gales, publicó un informe jurídico en el que recomendaba la aprobación de una serie de medidas tendentes a dotar de mayor fuerza vinculante a las decisiones arbitrales mediante de penalizaciones económicas a quienes de forma injustificada se resistieran al acuerdo (Woolf, 1995). El objetivo del informe era reformar la ley británica sobre arbitraje para otorgar mayor protagonismo a estas formas alternativas de resolución de conflictos14, lo que indirectamente acabó ayudando a la consolidación de los ahora conocidos como Muslim Arbitration Tribunals (MAT). Concretamente, gracias a que en el informe no se puso ningún impedimento a que el proceso pudiera someterse a reglas o leyes que no fueran las británicas o a que pudiera estar dirigido por un árbitro o mediador de cualquier institución religiosa. De este modo, los tribunales de arbitraje religioso han podido funcionar en Reino Unido15. 

			La aparición de los primeros tribunales islámicos en Gran Bretaña se remonta a principios de los años ochenta (Menski y Pearl, 1998: 74-80), cuando ya gran parte de su actividad se relacionaba con cuestiones matrimoniales. La mayoría de sus decisiones se tomaron para emitir divorcios para mujeres musulmanas, aunque también comenzaron a tomar parte en la resolución de disputas financieras, casos de violencia doméstica y otras cuestiones religiosas (Bano, 2007; Douglas et al., 2011). Por lo general, estos tribunales se constituyeron sobre las diferentes versiones del islam presentes en Gran Bretaña, como los Barelwi, Deobandi o salafistas y varios grupos chiíes16, y mantenían una relación permanente con su correspondiente mezquita, a la que remitían los asuntos que no eran capaces de manejar. Con el tiempo, los tri­­bunales se fueron perfeccionando y formalizando con procedimientos, formularios, registros, páginas web y una estructura de ulemas que se consultaban entre sí y a veces utilizaban los métodos interpretativos de la madhhab17, lo que les otorgó una mayor profesionalidad. La presencia cada vez más estructurada de estos tribunales les concedió mayor notoriedad y accesibilidad, no solo por ser una opción a la que se podía acudir de forma voluntaria, sino por los bajos costes procesales que suponían para las partes, mucho menores que los que se generaban con los abogados y tribunales ordinarios. Pero su éxito se debía, sobre todo, a que los musulmanes percibían que en ellos sus problemas iban a ser mejor comprendidos y resueltos, algo especialmente evidente en los casos de matrimonios religiosos que no habían sido formalmente registrados y, por lo tanto, no estaban legalmente validados; o cuando se pretendía hacer valer alguna figura del derecho islámico cuya vinculación no era reconocida por el derecho ordinario, pero cuya validez era importante para las partes. En definitiva, el aumento de la actividad de los tribunales religiosos se debió, principalmente, a que muchas cuestiones relacionadas con el derecho de familia se realizaban lejos de la órbita del ordenamiento jurídico británico, bien porque se tratara de inmigrantes cuya situación familiar se había resuelto en el país de origen y no había sido válidamente reconocida por las autoridades británicas, bien porque se trataba de cuestiones familiares que se habían resuelto dentro de la misma comunidad musulmana en Reino Unido conforme a una interpretación del derecho islámico.
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